Carátula 

SEÑOR SECRETARIO.- Corresponde elegir Presidente. 
SEÑOR CARDOZO FERREIRA.- Propongo al señor Legislador Bianchi. 
SEÑOR SECRETARIO.- Se va a votar. 
(Se vota) 
-7 en 8: Afirmativa. 
El señor Legislador Bianchi ha sido elegido Presidente de la Comisión. 
SEÑOR PRESIDENTE (Bianchi).- Habiendo número, está abierta la sesión. 

(Es la hora 15 y 20) 


La Comisión ha sido convocada a los efectos de considerar la observación interpuesta por el Poder Ejecutivo al proyecto relativo a: 
"Pago de pasividades en locales del Banco de Previsión Social.- Se dispone la exclusión de la instalación de cajeros automáticos 
para hacerlas efectivas". 


SEÑORA ARISMENDI.- Se va a discutir la observación presentada por el Poder Ejecutivo a un proyecto de ley votado en el 
Parlamento. Los señores Diputados nos podrán relatar cuál fue el trámite que tuvo en la Cámara de Representantes, pero en el 
caso de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado tengo que decir -lo podrán corroborar a posteriori en las 
versiones taquigráficas- que esto la ha movido unánimemente. 


Más allá de los votos con respecto al proyecto en particular, de manera unánime hemos tenido en consideración la necesidad -y así 
se votó en ambas Cámaras- de que los pasivos tengan la libertad de optar por la forma de cobro que más deseen o se sientan más 
cómodos. En ese sentido, se aprobó un proyecto que luego fue ley y que, desde nuestro punto de vista, no fue tenida en cuenta en 
la implementación por parte del Banco de Previsión Social. 


En el caso de la Comisión del Senado hemos convocado repetidas veces al Directorio del Banco y hemos hablado con el señor 
Ministro de Trabajo y Seguridad Social -quien ha sido citado especificamente por este punto- porque no se puede instrumentar una 
ley yendo contra su letra y su espíritu. Cuando luego de aprobado el proyecto que ratificaba algo tan obvio como la libertad del 
pasivo de cobrar donde crea más conveniente y más cómodo, se tomaron diversas medidas por parte del Banco de Previsión 
Social. Algunas fueron desmantelar las Cajas en los lugares donde habitualmente cobraban los jubilados; otras, no dar los 
calendarios de pago hasta último momento ni explicar expresamente que además de cobrar en otros lugares tenían derecho a 
hacerlo en el Banco de Previsión Social. Cuando aparecieron los dos primeros cajeros automáticos tan especiales y modernos, en 
lo que me es personal conversé con el entonces Ministro de Economía y Finanzas, doctor Atchugarry, a quien señalé que me 
llamaba poderosamente la atención que se hicieran compras caras, en un momento en que estamos buscando el ahorro en todos 
los planos, para hacer una prueba con algo que, a su vez, cuando se testea, queda demostrado que por muchas razones -que nos 
podrán parecer buenas, malas o regulares- el jubilado rechaza el cajero automático. Más aún: hasta disponemos de un video en el 
que quedan claras las dificultades que se generan para el jubilado al utilizar este mecanismo. 


Es así que se aprueba esta ley en la que se excluye la instalación de cajeros automáticos en los locales del Banco de Previsión 
Social, a lo cual el Poder Ejecutivo interpone sus observaciones. 


Nosotros somos de la opinión de que este tema debe pasar a la Asamblea General y que deberíamos tener la posibilidad de 
discutirlo nuevamente en profundidad, para que quede claro cuál fue la intención del Legislador cuando elaboró la disposición y que 
no es su capricho. Esto es consecuencia de lo que, desde mi punto de vista, constituye una violación de la ley que había aprobado 
el Parlamento, con el agravante de que un pronunciamiento del Poder Legislativo es desconocido -se le han puesto infinidad de 
trabas- por parte del Directorio y la Gerencia General de Banco de Previsión Social. 


En ese sentido, reiteramos que este tema debe pasar a la Asamblea General para que sean levantadas las observaciones y quede 
firme la ley, tal como lo resolvió el Poder Legislativo. 


Este es, en general, el planteamiento que nosotros queremos hacer. Ya hemos discutido tanto el tema en ambas Cámaras - 
inclusive con las autoridades correspondientes- que no daría -salvo que algún Legislador tenga interés- para realizar una discusión 
de fondo porque, lamentablemente, lo hemos venido debatiendo sin éxito, a pesar del logro obtenido en la ley. 


SEÑOR BELLOMO.- Solo voy a agregar un elemento más a esta larga historia porque estamos dispuestos a reabrir el debate si 
este se planteara. 


Si bien es cierto lo que argumenta el Poder Ejecutivo desde el punto de vista jurídico en el sentido de que las decisiones 
administrativas no tendrían que ser objeto de intervención del Parlamento, nos queda claro que con la instrumentación de estas 
medidas se contradijo o no se cumplió el espíritu de la Ley N” 17.550. De todos modos nos parece importante mantener la ley que 
votó en forma sensiblemente mayoritaria la Cámara de Diputados y también el Senado, aunque por un diferente margen. Esa es la 
voluntad del Poder Legislativo. Aclaro que tampoco procuramos generar ningún conflicto de Poderes. 


Considero que el decreto reglamentario no puede contradecir el espíritu de la ley, aspecto que quedó claramente expresado en el 
Parlamento. 


Por lo tanto, compartimos la opinión de que la Asamblea General levante el veto interpuesto por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR BLASINA.- Quiero complementar lo dicho anteriormente por algunos señores Legisladores. 


Se trata de una larga historia; en rigor, se remonta a 1995. En esa oportunidad se empieza a pensar cómo instrumentar un 
mecanismo que en definitiva termine desplazando a los jubilados y pensionistas de los lugares de cobro habituales. Dicho 
mecanismo comienza a instrumentarse a partir de un llamado a licitación, algo que hoy no está en tela de juicio. Se trataba de 
habilitar nuevos locales a los efectos del cobro de jubilaciones y pensiones. Digo que no está en tela de juicio porque la ley 
sancionada hace exactamente un año y dos meses contempla la libertad de opción entre los locales establecidos a partir de la 
licitación y los locales propios del Banco de Previsión Social. Lo que sucede es que la ley no fue cumplida hasta el día de hoy. Se 
han tomado varias medidas y la última fue la introducción de lo que nosotros denominamos cajeros automáticos digitalizados. Entre 
paréntesis, debo decir que según una estimación de la CEPAL del año 2001 -se trata de un organismo muy conocido de las 
Naciones Unidas- los cajeros automáticos en general sólo concitan la atención del 12% de la población mayor de 60 años de edad. 
Lo que ha sucedido aquí, corroboró fehacientemente esa estimación estadística de la CEPAL. 


A partir del cobro de jubilaciones y pensiones efectuado en el trimestre que abarca los meses de agosto, setiembre y octubre 
comienza a procesarse la instrumentación de la medida establecida en el decreto con la expectativa -manifestada en la sesión que 
mantuvo la Comisión de Seguridad Social de la Cámara de Diputados con el Directorio del Banco de Previsión Social; esto consta 
en la versión taquigráfica- de que tal iniciativa concitara la adhesión de una gran cantidad de jubilados, más allá de que nunca 
existió una meta. Al establecerse la experiencia piloto en Paysandú y Las Piedras y al existir un colectivo de más de diez mil 
jubilados y pensionistas en cada lugar, se debió haber fijado una meta estimativa a fin de saber si la medida dio resultado. No se 
trata solamente de que la ley no se aplica sino que, además, se sigue para adelante y no se le da importancia al hecho de que en 
estos tres meses se presentaron a realizar la opción para el cobro en los cajeros automáticos digitalizados menos de cien 
personas. Uno no sale de su sorpresa porque no puede concebir que no se haya fijado ninguna meta; digo esto porque ya se sabía 
que se iba a seguir para adelante de cualquier manera. Es realmente asombroso que en la aplicación de la letra y el espíritu de la 
ley y ante la comprobación fehaciente de qué respuesta recibió durante esta prueba piloto que se inició, se continúe para adelante 
como si nada ocurriese. 


Todo ello nos obligó a presentar un proyecto de ley -esto no es común- para colocar las cosas en su lugar lo que significa, nada 
más y nada menos, que se cumpla la ley, que se la respete en su esencia. La libertad de opción tiene que existir y no debe 
deformarse a través de los procedimientos que se han adoptado. Realmente se ha deformado la libertad de opción y la prueba está 
en que si se hubieran habilitado los locales del Banco de Previsión Social tal como funcionaban antes, atendiendo a los jubilados y 
pensionistas, no se habría presentado la cantidad que lo hizo; nadie iba a pensar que eso podría ocurrir de tal manera. Sin 
embargo, se dio una vuelta y se encontró esta fórmula, francamente con la intención -no puedo llegar a otra conclusión que esta- 
de que los jubilados y pensionistas no volviesen a cobrar en el Banco de Previsión Social. 


A partir de la discusión de esta última ley en ambas Cámaras no hubo la más mínima sensibilidad por parte de la mayoría del 
Directorio del Banco de Previsión Social de corregir absolutamente nada. Tampoco la hubo al recibir una comunicación del Banco 
de la República Oriental del Uruguay -lamentablemente no la tengo aquí- en la que se expresa claramente que la gente no ha sido 
receptiva y que los cajeros automáticos son muy caros. Se habla de por lo menos 90 aparatos en todo el país y no se sabe 
exactamente cuál es el costo ni si se va a comprar, arrendar o a hacer "leasing". Esto no lo digo yo, que solo integro la Comisión de 
Seguridad Social sino que lo dicen algunos Directores del Banco de Previsión Social. 


Esta iniciativa busca, en primer lugar, que se cumpla la ley y, en segundo término, restablecer una relación normal entre Poderes, 
en este caso el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo. No es lo más sano para dicho relacionamiento que cuando se aprueba una 
ley -ya sea por una mayoría significativa, como en este caso, o en forma más ajustada- se altere su espíritu y su letra a través de 
medidas de carácter administrativo. En el fondo, aquí se plantea un problema institucional que no se da solamente en este caso 
sino también en otros. 


Si no es la Asamblea General la que se manifiesta a través del levantamiento del veto no sé cuál es el mecanismo al que habrá que 
recurrir a los efectos de que se cumpla el espíritu y la letra de la ley y no se siga dilatando la situación. La dilatación continua de la 
puesta en práctica de la ley puede generar una especie de acostumbramiento por parte de jubilados y pensionistas a una realidad 
que los hechos van imponiendo. 


No sé qué es lo que se está buscando. Tengo claro que aunque esta norma se deje de aplicar tal vez se busque otra para no 
cumplir con lo que marca la ley, que implica la vuelta de jubilados y pensionistas a los locales propios del Banco de Previsión 
Social. Esta voluntad fue puesta de manifiesto de manera elocuente desde el año 2000 por las asociaciones de jubilados y 
pensionistas de todo el país. 


Todos conocemos el proceso; de manera que esperamos que la Asamblea General sea receptiva a este planteo y se levante el 
veto del Poder Ejecutivo, a efectos de encaminarnos a la aplicación de la letra y del espíritu de la ley tal cual fue sancionada por 
ambas Cámaras. 


SEÑOR AMEN VAGHETTI.- Voy a ser breve porque todos conocemos un tema que hemos tratado durante varios años en ambas 
Cámaras. 


No voy a adjudicar intenciones ni creo que de lo que se trate sea de desmantelar los lugares de cobro. Al inicio de esta situación 
firmé una minuta de comunicación, que fue la primera acción que se hizo en este sentido en la Cámara de Representantes hace 
unos tres años. El tema de fondo es la libertad de opción de los jubilados a cobrar donde quieran. A lo largo de los años hay 
muchísimos jubilados en todo el país que han optado por sistemas fuera del Banco de Previsión Social. No defiendo un sistema ni 
otro. Sólo recuerdo el contenido de mi pensamiento -que está en las versiones taquigráficas- en cuanto a que se trata de defender 
la libertad de opción de cada uno. Hoy hay elementos nuevos, y en estos últimos años han sucedido otros acontecimientos. 


Creo conveniente pasar este asunto a la Asamblea General para que allí se debata. Adelanto mi voto favorable a dicho pasaje, 
haciendo la salvedad de que no creo que la intención desde el año 1995 fuera desmantelar el Banco sino dar una libre opción. Hoy 
hay muchos que cobran, reitero, fuera de la Institución. Quien quiera cobrar en el Banco de Previsión Social debe poder hacerlo. 
Esa es la posición que mantuvimos en aquel momento y en las discusiones que se dieron en la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se pasa el proyecto a la Asamblea General. 


(Se vota) 
-10 en 10. Afirmativa: UNANIMIDAD. 
Se levanta la sesión. 
(Es la hora 15 y 46) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


